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Introducción 

 

Con el paso del tiempo en Colombia ha evolucionado el manejo del comportamiento de los 

individuos en la sociedad, evolución que se ha visto reflejada en la creación de la Constitución 

Política, las Leyes, loa Decretos, y la Jurisprudencia, para empezar a regular la organización del 

Estado; creación de derechos inviolables como es la libertad, la vida, la dignidad humana, entre 

otros. En el objeto de esta monografía se llevará a cabo el estudio y el análisis del Sistema Penal 

Acusatorio existente en Colombia, específicamente en Audiencia de Formulación de Imputación, 

y cómo influyen derechos en la cotidianidad que empezaron a regir desde la creación de la 

Constitución Política de Colombia en el año 1991, como el derecho a la Intimidad, el acceso a la 

información pública y el buen nombre; así como también, se tomará en cuenta el manejo de los 

datos personales en país.  

 

Colombia como un Estado Social de Derecho, incorpora como fines del Estado la 

protección y garantía de los principios, derechos, y deberes que están consagrados en nuestra 

Constitución. Así es como para hacer una protección a las personas que son residentes en 

Colombia, en su dignidad humana, vida, honra, buen nombre, entre otros derechos 

fundamentales.  

 

Dentro de la audiencia de formulación de imputación, se contempla que se debe expresar 

oralmente datos personales de la persona que se está imputando como acto de mera 

comunicación, en el cual se le informa que está siendo imputado por la posible comisión de una 

conducta punible, en tanto, que ha violentado las normas penales colombianas. En las 
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formalidades de la esta audiencia que se lleva a cabo ante el Juez de control de garantías, el 

Fiscal hará imputación cuando se pueda inferir razonablemente que el imputado es el autor o 

partícipe del delito que se investiga.  

 

En síntesis, se puede estudiar que en las formalidades de la audiencia de formulación de 

imputación puede existir una vulneración latente de los Derechos Humanos de la persona que 

está siendo imputada en tal audiencia, es por eso que el objeto de esta monografía es hacer un 

análisis y así desarrollar el siguiente problema jurídico planteado:  

 

¿Las formalidades de la audiencia de Formulación de Imputación previsto en el Código de 

Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), al divulgar los datos personales violaría el Derecho a la 

intimidad, el buen nombre y el acceso a la información pública? 

 

Por tal motivo, se estudiará a fondo cada uno de estos derechos que la Constitución política 

ha implementado como Derechos Fundamentales que el Estado deber proteger y hacerlos respetar 

ante una posible vulneración a los ciudadanos. Y se hará un análisis detallado de la audiencia de 

Formulación de imputación que encontramos en el Código de Procedimiento Penal.  
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Capítulo 1. Interpretación del Derecho a la Intimidad, el Acceso a 

Documentos Públicos y al Buen Nombre, desde un Enfoque Constitucional 

 

El derecho a la intimidad, el acceso a la información pública y al buen nombre, se estudiará 

haciendo una interpretación Constitucional e incluyendo normatividad internacional, donde se 

abarcará no solo la teoría, la aplicación y la importancia sino también, como son estos derechos 

garantizados, protegidos y si se hace cesación de amenaza o vulneración a los ciudadanos 

colombianos, asimismo como estos derechos tienen incidencia en las formalidades de la 

audiencia de Formulación de Imputación contemplada en el Código Procedimiento Penal, 

teniendo en cuenta que son derechos constitucionales-fundamentales.  

 

1.1 Noción del derecho a la intimidad, acceso a los documentos públicos y al buen nombre 

desde la constitución política de 1991 

 

Desde la Jurisprudencia y la Doctrina como fuentes formales del Derecho han sido 

innovadoras en la conceptualización de los Derechos considerados fundamentales que han sido 

consagrados en la Constitución Política de 1991, en este caso se considera importante los 

conceptos de derecho a la intimidad, acceso a los documentos públicos y al buen nombre. 

 

Tanto es así que la Corte Constitucional define el derecho a la intimidad como: “el 

conjuntos de normas que tiene por fin, la protección de las personas contra atentados que afectan 

particularmente el secreto a la libertad de la vida privada” (Corte Constitucional, Sala Cuarta de 

Revisión, T-412, 1992).  
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Por su lado, la Constitución Política de Colombia consagra este derecho así:  

 

Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen 

nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen 

derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido 

sobre ellas en los bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 

(Const., 1991, art. 15) 

 

Así mismo, según menciona Novoa (2001), la doctrina ha definido el derecho a la 

intimidad y la vida privada de la siguiente forma: 

 

Está constituida por aquellos fenómenos, comportamientos, datos y situaciones de 

una persona que normalmente están sustraídos al conocimiento de extraños y cuyo 

conocimiento por éstos puede molestarla moralmente por afectar su pudor o su 

recato a menos que esa misma persona asienta a ese conocimiento. (p.49)  

 

En estas condiciones, se puede explicar la importancia del Derecho a la intimidad y así 

mismo como mecanismo de protección, es por esto que el Congreso de la República ha creado la 

Ley Estatutaria 1581 de 2012 “Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de 

datos personales” considerada también como la Ley de Habeas Data, garantizando por medio de 

esta, la efectiva protección y el Derecho Constitucional y Fundamental de obtener información 

personal que se encuentra en bases de datos y archivos (Ley 1581, 2012). 
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 De lo anterior, es menester tener en cuenta que en Colombia la Ley Estatutaria 1581 de 

2012 contempla el Habeas Data de las personas, y la doctrina lo ha definido como: “es el derecho 

a la privacidad que se extiende también a un marco de actividades que ha sido invadido por la 

tecnología y especialmente por la electrónica” (Olano, 2009, p. 232).  

 

La Corte Constitucional por su lado, ha tenido la ocasión de pronunciarse sobre el Habeas 

Data expresando que:  

 

El hábeas data es el derecho de obtener información personal que se encuentra en 

archivos o bases de datos. Este derecho implica la posibilidad de ser informado 

acerca de los datos registrados sobre sí mismo y la facultad de corregirlos; con 

este derecho se pretende proteger la intimidad de las personas, ante la creciente 

utilización de información personal. (Corte Constitucional, Sala Cuarta de 

Revisión, T-444, 1992) 

 

El Habeas Data en Colombia ha sido la evolución de la protección Constitucional, como ha 

sido la protección y garantías aplicables al tratamiento de los datos personales de los ciudadanos, 

datos que se encuentran en base de datos ya sea en el ámbito público o privado.  

 

Teniendo en cuenta la gran importancia que es la salvaguarda del derecho a la intimidad y 

de los datos personales, el Congreso de la República ha creado un bien jurídico tutelado para la 

protección de la información y de los datos, a través de la Ley 1273 del 5 de enero de 2009, la 

cual modifica el Código Penal Colombiano, y así habla de la protección de datos, de los sistemas 
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informáticos, de telecomunicaciones y de otras infracciones, como mecanismo de protección del 

derecho a la intimidad individual y familiar de las personas (Ley 1273, 2009).  

 

Más aun, otro derecho que hace parte del objeto de estudio, y que la Constitución Política 

de Colombia consagra, es el derecho al acceso de los documentos públicos: “todas las personas 

tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley. El 

secreto profesional es inviolable” (Const.. 1991, art. 74). Sin embargo, de forma general, para 

entender el derecho a acceder a documentos públicos se tiene en cuenta que según la Real 

Academia Española (RAE, 2018), este es definido así:  

 

 Acceso: “Entrada o paso”.  

 Documento: "escrito que ilustra acerca de algún hecho, principalmente de los 

históricos". 

 Público(a): “Conocido o sabido por todos”. 

 

Ahora bien,  se entiende como concepto del derecho el acceso a información pública, como 

aquel derecho que tiene toda persona de conocer documentos e información considerada pública. 

Es así que se encontró el desarrollo, complemento y reglamentación del derecho al acceso a 

información pública en la Ley 1712 de 2014, llamada Ley de transparencia y al Derecho de 

Acceso a la Información Pública Nacional, que ha regulado lo concerniente al procedimiento 

para permitir,  acceder y garantizar el derecho de acceso a la información pública, así como 

también las excepciones que tiene la publicidad de información (Ley 1712, 2014). 
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Con relación a lo anterior, la Corte Constitucional ha dicho que:  

 

Los funcionarios están autorizados para no permitir el acceso a aquellos 

documentos cuya consulta o comunicación pueda atentar contra secretos 

protegidos por la ley, como son las investigaciones relacionadas con infracciones 

de carácter penal, fiscal, aduanero o cambiario, el acceso no es tampoco permitido 

cuando el contenido de los documentos vulnere el derecho a la intimidad. (Corte 

Constitucional, Sala Primera de Revisión, T-473, 1992) 

 

También se debe tener en cuenta que el derecho al buen nombre se encuentra consagrado 

en la Constitución Política de 1991 en el artículo 15, al igual que el derecho a la intimidad, pero 

la Corte Constitucional en sentencia lo ha definido como: 

 

El derecho a la reputación, o sea el concepto que las demás personas tienen de 

uno. Ese derecho cobija tanto a las personas naturales, como a las jurídicas. En el 

caso de la protección de la reputación de las personas naturales, es por esto que el 

Constituyente consideró necesario desarrollar el núcleo esencial del derecho al 

buen nombre en el artículo 21 de la Constitución. (Corte Constitucional, Sala 

Cuarta de Revisión, T-412, 1992) 

 

A su vez, la Corte Constitucional lo conceptualiza como:  
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El buen nombre ha sido entendido por la jurisprudencia y por la doctrina como la 

reputación, o el concepto que de una persona tienen los demás y que se configura 

como derecho frente al detrimento que pueda sufrir como producto de expresiones 

ofensivas o injuriosas o informaciones falsas o tendenciosas. (Corte 

constitucional, C-489, 2002) 

 

Todavía más, el derecho al buen nombre se encuentra estrechamente ligado con el derecho 

a la honra, pues los dos son considerados por la Constitución Política como Derechos 

Fundamentales que están unidos para garantizar el respeto y el reconocimiento a la Dignidad 

humana. De tal manera, la Corte Constitucional ha definido este último derecho como: 

 

Derechos fundamentales, instituidos en razón de la dignidad del ser humano, en 

orden a preservar el respeto que a esos valores, de tanta trascendencia para cada 

individuo y su familia, deben la sociedad, el Estado y los particulares. Cuando se 

habla de vulneraciones al derecho a la honra y al buen nombre, puede relacionarse 

a la vida privada, familiar, laboral o social de una persona. (Corte Constitucional, 

Sala tercera de Revisión, T-512, 1992) 

 

1.2 Antecedentes del derecho a la intimidad, acceso a los documentos públicos y al buen 

nombre 

 

Con respecto a los antecedentes del derecho a la Intimidad, se tiene que la palabra 

“intimidad” aparece por primera vez en el ensayo“The right to privacy” publicada en 1890, para 
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la protección a la privacidad de las personas en los Estados Unidos; en este se hace una clásica 

definición de la privacidad (privacy) “entendida genéricamente como el derecho a ser dejado 

solo o a no ser molestado” (Nieves, 2012, p. 198).  

 

En Colombia la Jurisprudencia Constitucional parece haber adoptado en los años 

inmediatamente posteriores a la entrada en vigor de la Constitución de 1991, y de su artículo 15 

en particular “todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar…y el Estado 

debe respetarlos y hacerlos respetar”, una visión del derecho a la intimidad cercana a la célebre 

formulación del magistrado norteamericano Louis Brandeis, de finales del siglo XIX (Corte 

Constitucional, C-640, 2010). 

 

Cabe mencionar además que en Colombia se empieza a dilucidar desde la Asamblea 

Nacional Constituyente de 1991, cuyo objetivo fue principalmente promulgar una nueva 

Constitución Política para el país, Constitución que ampara el derecho a la intimidad en el 

artículo 15, como mecanismo de protección a la zona íntima y reservada de una persona y la de 

su familia, el respeto a la autonomía y reserva de su vida privada, así como también para 

preservar el buen nombre, el honor y la reputación, evitar posibles injurias y la inviolabilidad de 

correspondencia y papeles privados, formas de comunicación privada que pueden ser violentadas 

tanto por las personas y el Estado a través de interceptaciones, y las formas de restringir la 

libertad por medio de orden judicial escrita.  

 

Por otro lado, el derecho a la intimidad va muy ligado al buen nombre de las personas, 

pues se encuentran estipulado en un mismo artículo de la Carta magna, es por eso que la historia 
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de este derecho es relativamente nuevo, pues según menciona Sánchez, (2016) “nace de las 

necesidades humanas y en su desarrollo histórico se va haciendo cada vez más importante 

proteger ese derecho que se tiene al respeto de la esfera más íntima e individual de cada quien”.  

 

Se estima que el derecho de acceso a la información pública tiene sus comienzos en el año 

1976 en Suecia, en donde se expide la primera Ley del mundo en la cual se incluye el acceso a la 

información, considerada como una Ley de Prensa que garantiza el acceso a documentos 

públicos de algunas  entidades públicas, acto seguido, se encuentra en el artículo 19 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos en 1948, pero en 1966 en Estados Unidos se 

crea una Ley que le otorga a todos los ciudadanos de este país el derecho a acceder a información 

federal del gobierno (Historia del derecho al acceso a la información pública, 2017). 

 

En Colombia se empieza a dilucidar este derecho en el año 1991 con la creación y 

promulgación de la Constitución Política, pues en el artículo 74 se incluye la regulación del 

acceso a documentos públicos. Más tarde, en el año 2009 se empieza a promover un proyecto de 

Ley para actualizar dicho derecho, se aprueba en 2012 y se remite a la Corte Constitucional para 

su revisión y aprobación en el año 2013 (Historia del derecho al acceso a la información pública, 

2017).  

 

 A continuación se presenta la figura 1, en la cual por medio de una línea del tiempo se 

explica de forma más sencilla los antecedentes del derecho al acceso a la información pública 

con respecto al ordenamiento jurídico colombiano.   



9 

 

 

Figura 1. Línea del tiempo y evolución del derecho al acceso a la información pública (2017). Obtenido 

de https://masinformacionmasderechos.co/. 

 

 

 

1.3 Derecho a la intimidad, acceso a los documentos públicos, y al buen nombre desde la 

Convención Americana de los Derechos Humanos y la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos 

 

El derecho a la intimidad del acceso a los documentos públicos y al buen nombre surgió 

desde del ámbito internacional, es por eso que se deben tener como referente normas 

Internaciones, como la Convención Americana de los Derechos Humanos y la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, llamados a su vez mecanismos jurídicos internacionales de 

protección y salvaguarda de los Derechos Humanos, y que Colombia se han adoptado para la 

legislación y gozan de una especial protección Constitucional.  

 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos fue elaborada por representantes de 

varias regiones del mundo, promulgada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 

Paris en el año 1948; esta Declaración establece por primera vez los Derechos Fundamentales 
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que deben ser protegidos y respetados en el mundo entero. Es por eso en su artículo 12 estipula 

el derecho a la intimidad y al buen nombre de la siguiente forma:  

 

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 

domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda 

persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

(Organización de las Naciones Unidas [ONU]: Asamblea general, 1948) 

 

De lo anterior, se considera el derecho a la intimidad como un derecho personalísimo que 

protege aspectos importantes de la vida privada y familiar, laboral y social de las personas y 

como consecuencia hace una defensa a la honra, honor y reputación de todo carácter deshonroso 

que se les pueda realizar a las personas, conocida la intimidad familiar. 

 

En Colombia el Congreso de la República crea la Ley 16 de 1972  “Por medio de la cual se 

aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", 

considerada como una de las primeras muestras de compromisos para hacer valer los Derechos 

Humanos de los países participantes de la Convención. Taxativamente se halla el derecho a la 

intimidad, el derecho a la honra y el derecho al buen nombre; específicamente, en el artículo 11 

de la mencionada Convención, se estipula lo siguiente:  

 

Protección de la Honra y de la Dignidad  

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su 

dignidad.  
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2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, 

en la de su familia en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales 

a su honra o reputación.  

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o 

esos ataques. (Convención Americana sobre Derechos Humanos, 1969, art.11) 

 

Por tanto, el derecho que tienen los ciudadanos de acceder a información pública viene a 

partir de su regulación en el artículo 13 de dicha Convención, en el cual se plantea que se puede 

“recibir” “buscar” y “difundir” informaciones, respetando los derechos y la reputación de las 

personas; en detalle plasta que:  

 

Libertad de Pensamiento y de Expresión  

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este 

derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas 

de toda índole, sin consideración de fronteras ya sea oralmente, por escrito o en 

forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.  

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a 

previa censura sino a responsabilidades ulteriores las que deben estar 

expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:  

a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o  

b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 

públicas.  
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3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías a medios indirectos 

tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, 

de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de 

información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la 

comunicación y la circulación de ideas y opiniones. (Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, 1969, art.13) 

 

Con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Convención Americana de los 

Derechos Humanos, se encuentra la génesis de lo que es el derecho a la intimidad, el buen 

nombre, la honra y el acceso a la información pública; por consiguiente los Estados que hicieron 

parte de estos, tienen que garantizar y hacerlos garantizar a los ciudadanos que hacen parte del 

Estado, tanto en la organización del mismo como en las leyes que regulan los comportamientos 

de los ciudadanos en sociedad. 
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Capítulo 2. Análisis de la Concepción de Dato Personal de la Ley 1581 de 2012 

 

2.1 Noción de dato personal desde una perspectiva constitucional 

 

Los Datos Personales se consideran como los más fieles acompañantes a lo largo de la vida 

de una persona, cumplen un papel muy importante, pues permiten identificarse y diferenciarse de 

otras personas. La aparición de una nueva especie jurídica, el derecho de la protección de datos 

personales, tuvo lugar en el preciso momento en que fue aprobada por la asamblea legislativa del 

Land alemán de Hesse, la Ley de protección de datos (Datenschutzgesetz) el 7 de Octubre de 

197045 (Frosini, 1982).  Parafraseando un conocido estudio sobre historia de los derechos 

fundamentales, puede afirmarse que el derecho de protección de datos tiene “un acta de 

nacimiento precisa”, fechada en 1970, “ni antes ni después” , en el momento mismo en que se 

aprobó esta ley, primera dictada con la finalidad específica de controlar el tratamiento 

automatizado de información personal, y que dio el pistoletazo de salida a la aprobación de 

muchas otras normas similares en los años posteriores” (Huerta, 2017). 

  

El derecho al Habeas Data es descrito en la Constitución Política de Colombia como “El 

derecho que tienen todas las personas a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se 

hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas” 

(Const., 1991, art. 15).  Derecho que debido a su importancia se encuentra regulado a través de la 

Ley Estatuaría 1581 de 2012, en el cual se dictan las disposiciones generales para la protección 

de Datos Personales, en su artículo tercero, apartado C se define los Datos personales como 
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“Cualquier información vinculada o que pueda asociarse a una o varias personas naturales 

determinadas o determinables” (ley 1581,2012, art. 3).  

La definición que brinda la Ley Estatuaria 1581 de 2012, muestra además una serie de  

palabras que es necesario conceptualizar, para brindar una comprensión a lo que el legislador 

quiso expresar:  

 

- Cualquier. 

- Información: Se refiere a un conjunto organizado de datos contenido en cualquier 

documento que los sujetos obligados generen, obtengan, adquieran, transformen o 

controlen (Ley 1712, 2014). 

- Vincular. Atar o fundar algo en otra cosa (RAE, 2014).  

- Personas determinadas. Viene del latín determinare y significa expresar con precisión 

una Ley, opinión o asunto (Etimologías, s.f.)  

- Personas determinables. Que se puede determinar (RAE, 2014). 

 

Ahora bien, en la definición que anteriormente se enuncio, cabe resaltar que cuando la 

presente Ley de estudio establece en su definición cualquier, hace referencia a un determinante 

indefinido, lo que se extiende a una totalidad de situaciones y de alternativas que pueden ser 

identificables a la persona, estableciendo así un sin número de alternativas y de medidas para 

englobar y establecer lo que es un Dato Personal; no estableciendo una claridad concreta en lo 

que es un Dato personal, pues si bien es cierto la Constitución Nacional menciona como derecho 

fundamental el Derecho la Intimidad y en su mismo articulado establece el Derecho del acceso a 

la Información Pública, dando lugar a una ponderación de Derechos, del cual emanan la 
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protección o indefensión de estos, y en primera medida del Derecho fundamental a la Intimidad 

como una herramienta para contemplar la seguridad personal de manera inviolable y en segunda 

medida como antes se había descrito el derecho que tiene toda persona de acceder a documentos 

públicos; al dejar la Ley muy amplio la concepción de dato personal que es, el porqué de la Ley,  

se da una cadena de vacía regulación (Const., 1991, art. 15). 

 

Por otra parte, según la teoría de Faden y Beauchamp para concluir que en un determinado 

contexto social hay “protección de datos” se debe tener en cuenta tres requisitos:  la existencia de 

normas jurídicas relativas al tratamiento de datos personales; en segundo lugar, que el contenido 

de esas normas sea el establecimiento de restricciones al tratamiento, que deben incluir un cierto 

derecho de disposición sobre los propios datos personales; y por último, que la finalidad de las 

normas sea proteger a la persona, en el sentido más amplio posible, pero permitiendo o 

facilitando el derecho a su autonomía o autodeterminación, sólo cuando se den los tres a la vez 

(Huerta, 2017).  

 

El artículo tercero en su apartado C de la Ley Estatutaria 1581 de 2012, debe ser regulado 

como una forma de hacerle frente a los problemas que existen en el país,  es la capacidad del 

Estado de regular este derecho de una forma clara, expresa y exigible, para que el ciudadano o el 

habitante de territorio nacional no sea inmerso en un delito o sanción debido a la vacía 

regulación y a su claridad para mayor comprensión en su articulado;  de esta manera haciendo 

valer esas garantías individuales, entre la autoridad y los gobernantes (ley 1581 de 2012, art. 3).  
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2.2 Noción de la formulación de imputación desde una perspectiva constitucional  

 

El Código de Procedimiento Penal define lo que es la Formulación de Imputación, siendo 

un acto de mera comunicación, en el que el juez en audiencia pública le comunica al indiciado 

que, en este momento, no va a ser más indiciado en el proceso, sino que tendrá calidad de 

imputado. La Formulación de imputación se encuentra consignada en el Código de 

Procedimiento Penal, desde el artículo 286 hasta el artículo 294 del mismo  (Código de 

procedimiento penal, 2004, art. 286). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 2. Procedimiento del proceso penal. Elaboración propia 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PROCEDIMIENTO 

Estructura del proceso penal fijado en el Acto Legislativo 

03 de 2002, debido a que este procedimiento hace una 

restricción desproporcionada del Derecho a la Intimidad; 

y de la misma manera el mismo procedimiento permite 

que se realice en audiencia pública. 

EL SISTEMA PENAL 

ACUSATORIO 

Posee dos etapas claramente definidas:  

 

a. Investigación e indagación  

b. Juicio 
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Figura 2. Continuación  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Respecto al concepto que estipula la Ley 906 de 2004, sobre la Formulación de 

imputación, La Corte Constitucional se pronunció al respecto en la Sentencia C-303 de 2013, en 

la presente sentencia se demanda la palabra “Comunicación” al considerar que se está 

vulnerando el Derecho de Defensa y de Contradicción del Imputado; de manera que la Corte 

considero que:  

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PROCEDIMIENTO 

Estructura del proceso penal fijado en el Acto Legislativo 

03 de 2002, debido a que este procedimiento hace una 

restricción desproporcionada del Derecho a la Intimidad; 

y de la misma manera el mismo procedimiento permite 

que se realice en audiencia pública. 

EL SISTEMA PENAL 

ACUSATORIO 

Procedimiento por causas penales estructurado sobre los 

principios de contradicción, inmediación, concentración y 

publicidad, que propende fundamentalmente a garantizar la 

materialización de los Derechos de los ciudadanos, al 

tiempo que la efectividad de la acción penal. 

LA CARACTERISTICA de este sistema es su oralidad, 

antiguamente se hacía de forma escrita. Con el nuevo 

sistema, las actuaciones ante los jueces orales, es decir, los 

jueces, las partes intervinientes participan en las audiencias 

a viva voz. 

Con estructura propia: 

ESTRUCTURA 

1 Noticia criminal 

2 Indagación 

(Fiscalía) 

3 Audiencias 

preliminares 

Juez de Control 

de Garantías 

4 
Audiencia de 

Formulación de 

Imputación 

Principio de oportunidad 

Preclusión 

Allanamiento 

5 
Audiencia de 

Conocimiento 

6 

7 

Audiencia de Acusación 

(Aceptación de cargos) 

Exhibición de evidencia y 

elementos materiales 

probatorios y el conocimiento 

de las mismas partes 

8 Juicio oral 
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Lo primero que debe tenerse en cuenta es que el acto de imputación tiene un 

carácter meramente informativo, y esta connotación tiene relevancia 

constitucional en distintos sentidos. (Corte Constitucional, Sala plena, C-303, 

2013) 

 

Por eso es que la Audiencia de Formulación de imputación considerada como un acto de 

mera comunicación en el cual no es objeto de discusión o de controversia en la respectiva 

audiencia. En esta se desarrolla y se materializa el Derecho a ser informado sobre la existencia 

de un proceso judicial y el derecho de contradicción. Esta audiencia es solicitada por el 

respectivo fiscal para que comunique a una persona que está siendo investigada, que desde ahora 

tiene la calidad de imputada, a excepción de está la imputación puede ser solicitada por la 

defensa cuando hay indagaciones de afectación a derechos fundamentales como es el Derecho a 

la intimidad y el buen nombre del procesado, para que no esté en calidad de indiciado en tiempo 

indefinido, y se pueda formular imputación o archivar la indagación.  

 

Para que el Fiscal desarrolle o haga la respectiva formulación de imputación se debe tener 

en cuenta que la Ley estipula que deben existir medios cognoscitivos, como son elementos 

materiales probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida; tal como informes, 

entrevistas, documentos, entre otros. Y con esto se pueda inferir razonablemente que el indiciado 

es el autor o partícipe de la conducta punible que se está investigando.  

 

De lo anterior, el fiscal puede hacer una imputación fáctica, y de acuerdo con Osorio 

(2017), la Corte ha dicho que debe ser entendida como el hecho o conjunto de hechos 



19 

constitutivos de la conducta típica y las circunstancias de tiempo, modo y lugar que los 

especifican. En sí, esta es la descripción de los hechos constitutivos de la conducta típica objeto 

de investigación (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 17346, 2003).  

 

Respecto a la audiencia de formulación de imputación, en su contenido que está estipulado 

en el artículo 288, se realizó una Acción de Inconstitucional que aclarara la posible vulneración 

del Derecho del imputado al ser descubierto sus datos personales en audiencia pública. De lo 

anterior el Fiscal deberá expresar oralmente:  

 

1. Individualización concreta del imputado, respecto a este, el Fiscalía General de 

la Nación estará obligada a verificar  la correcta identificación del imputado, a fin 

de prevenir errores judiciales. (Ley 906 de 2004, art.128) 

 

2. Relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes, la descripción 

de los hechos jurídicamente relevantes, es susceptible de controversia, puesto que 

es carga de la fiscalía no modificar la realidad y soportar debidamente los hechos 

que narra, con base en los medios de prueba que tiene a su disposición, para poder 

crear la inferencia razonable. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 

29445, 2008) citado por Osorio (2017). 

 

3. Posibilidad del investigado de allanarse a la imputación,  uno de los objetos de 

la audiencia de formulación de imputación, es permitir al imputado la aceptación 

o allanamiento a la imputación, y ese allanamiento debe ser como lo prescribe el 
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artículo 131, cuyo objetivo es que el juez de Control de Garantías verifique que se 

trate de una decisión libre, consciente, voluntaria, debidamente informada y 

asesorada por la defensa.  

 

La formulación de imputación tiene como objetivo activar el derecho de defensa, ya que a 

partir de ese momento podrá la defensa preparar eficazmente su actividad pre procesal y 

procesal. En esta audiencia preliminar es obligatoria la presencia del Fiscal y del imputado o su 

defensor, y facultativa del ministerio público, cuando el Fiscal haya citado debidamente y esa 

persona no compareciere sin justificación, podrá llevarse a efecto tal audiencia y como lo 

dispone el artículo 291 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906, 2004). 

 

La Contumacia o rebeldía, que regula el artículo 291 de la Ley 906 de 2004, si la persona 

investigada no comparece ni su defensor, se asignará un defensor público, en la cual al procesado 

se le declarará en Contumacia.  

 

Con la celebración de la audiencia de formulación de imputación, se interrumpe la 

prescripción de la acción penal, producida la interrupción del término prescriptivo, este 

comenzará a correr de nuevo por un término que no podrá ser inferior de 3 años. (Ley 906 de 

2004, art. 292) 

 

Cuando por iniciativa propia acepta la imputación se entenderá que es suficiente tenerlo 

como acusación, acto seguido el Fiscal adjuntará el acuerdo y la imputación al Juez de 

Conocimiento, y es este el que estudia si el acuerdo fue voluntario, libre y espontáneo. A partir 
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de allí ya no es posible la retractación por parte de algunos de los intervinientes que acepten 

cargos, a excepción que se demuestre por parte de estos que hubo un vacío en el consentimiento 

y vulneración de sus derechos fundamentales. Si no existe retractación se convocará a audiencia 

para la individualización de la pena y proceder a dictar sentencia.  

 

2.3 Rutas de atención a la vulneración de los Datos personales en el sector público y 

privado  

 

Existen tres rutas, cuyo objetivo establece el procedimiento que se ha de seguir cuando se 

haya vulnerados los datos personales que data la ley 1581 de 2012 y la Ley 1266 de 2008 o en su 

defecto si la persona interesada tiene dudas respecto si se ha vulnerado un derecho o no; toda la 

información referente a las rutas está plasmada en la Ley 1581 de 2012, así como también en la 

Ley 1266 de 2008. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

Figura 3. Rutas de atención frente a la vulneración de la utilización personal crediticia, financiera, 

comercial y de servicios. Elaboración propia. 

RUTAS DE ATENCIÓN  

FRENTE A LA VULNERACIÓN DE LA  

UTILIZACIÓN PERSONAL CREDITICIA, FINANCIERA, COMERCIAL Y DE 

SERVICIOS 

¿Qué son los Datos Personales? 

Toda aquella información perteneciente a la persona, el cual lo hace 

único y diferente a los demás, ejemplo de ello es, la edad, sexo, 

nacionalidad, tarjeta de identidad, religión y demás. 

 

 

 El responsable de salvaguardar el Derecho al Habeas Data o Dato Personal es la Corte 

Constitucional, el cual puede ser por medio de Acción de Tutela y Acción de Inconstitucionalidad, 

además de ello cuando alguna persona jurídica presuntamente vulnere este Derecho fundamental 

existen las peticiones quejas y reclamos; Es importante tener en cuenta que los Datos Personales son 

de posesión de su titular; por ello para prever todo tipo de vulneraciones existe la Ley Estatutaria 

1581 de 2012. 
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Figura 3. Continuación 

 

 Nuestra edad. 

 Domicilio. 

 Número telefónico. 

 Correo electrónico personal. 

 Trayectoria académica, laboral o profesional. 

 Patrimonio. 

 Numero de seguridad social. 

 Entre otros. 

  

 

 

 

 

 

Base de datos: Es el conjunto de información 

relevante perteneciente a la persona. 

Banco de datos: Es la agrupación de 

documentos que son guardados para un 

determinado fin, y así mismo son 

sistemáticamente organizados. 

Persona natural: Persona de la especie 

humana sujeta de Derechos y obligaciones. 

 

 Persona jurídica: Persona no de la especie 

humana, sujeta de Derechos y obligaciones, 

reconocido como institución o empresa. 

Habeas data: Es aquel Derecho brindado por 

la constitución Política de Colombia en su 

artículo 15, el cual consagra el Derecho de toda 

persona de conocer, actualizar y rectificar sus 

Datos Personales, en cualquier banco de datos 

que se encuentren guardados. 

Titular de la información: Cualquier 
persona que haya compartido sus Datos 

Personales con la respectiva información a la 

que sea solicitada; de la misma manera los 

menores de edad deben tener la autorización de 

sus padres. 

Operador de la información: persona 

jurídica responsable de administrar el sistema 

basado en tecnologías de la información, que 

permite a los aportantes realizar la liquidación 

y pago de la planilla integrada de liquidación 

de aportes, establecer la conexión con el 

operador financiero y prestar los servicios de 

información a los aportantes y administradoras 

del sistema. 

 

 

Usuario: Es la persona natural o jurídica el 

cual accede a la información almacenada en 

los bancos de datos, esta información es 

suministrada por los operadores. 

Agencia de información comercial: Es 

aquella empresa dedicada a la actividad 

principal de recolección de información 

comercial. 

Causahabiente: Persona natural o jurídica que 

haya sucedido los derechos del causante, por lo 

cual se hace merecedor de ser titular. 

 

 

GLOSARIO 
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Figura 4. Continuación  

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 3. 

Continuación  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DATO PERSONAL 

DATO PÚBLICO 

DATO SEMIPRIVADO 

DATO PRIVADO 

Aquellos datos contenidos 

en documentos públicos, 

sentencias judiciales 

debidamente ejecutoriadas 

(Cuyo trámite haya dado 

fin) y los relativos al 

estado civil de las 

personas. 

El dato que no tiene 

naturaleza íntima, 

reservada, ni pública y 

cuyo conocimiento o 

divulgación puede 

interesar no sólo a su 

titular sino a cierto 

sector o grupo de 

personas. 

Es el dato que por su 

naturaleza íntima o 

reservada sólo es relevante 

para el titular. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

   

RUTA 

N° 1 

PETICIONES Y CONSULTAS 
Ante los Bancos de Datos de información financiera, 

crediticia, comercial y de servicios 

Titular de la información o  

Causahabiente 

 

El operador suministra la 
información 

Se formula 

Verbal 

Escrita 

Termino 

10 días hábiles 
contados a partir de 
la fecha de la misma. 

Si no es posible al 
operador atender la 
consulta o petición, 

se debe hacer lo 
siguiente: 

1 

Informar al interesado 
los motivos de la 

demora. 

2 Se señalará fecha para 
atender tú petición 
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Figura 3. Continuación  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

RUTA 

N° 2 
RECLAMO 

Ante los Bancos de Datos de información financiera, 

crediticia, comercial y de servicios 

Cuando consideres que la 

información contenida en el 

registro individual en un 

Banco de Datos debe ser 

corregida o actualizada, podrás 

presentar el reclamo, 

cumpliendo las siguientes 

reglas: 

 

1 

 
Hacer un escrito dirigido al 

Banco, en su contenido ira: 

 Identificación del titular. 

 Descripción de los hechos. 

 Dirección. 

 Documentos que quieras hacer 

valer (Pruebas) 

2 
La información completa se 

incluirá en el registro en un 

término no mayor a Dos 

días hábiles. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

RUTA DE ATENCIÓN A SEGUIR CUANDO MIS DATOS 
PERSONALES ESTAN SIENDO UTILIZADOS SIN MI 

AUTORIZACIÓN 

1 

RUTA 

N° 3 

Debes hacer un RECLAMO de 

manera Verbal o Escrito 

Ante la entidad al cual fueron 

suministrados los Datos. 

2 
Responderán en un término de 15 

días hábiles 

Si no hay respuesta por parte de la entidad 

tienes dos opciones, que se hará ante la S.I.C. 

(Superintendencia de Industria y Comercio) 

 

DENUNCIA 

Para iniciar la investigación e 

imponer las multas a que haya 

lugar. 

 

QUEJA 

Se podrá obtener: 

 La corrección 

 Actualización 

 Eliminación de sus datos 

Queja 

Denuncia 
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2.4 Incidencia de los datos personales aplicados en la audiencia de formulación de 

imputación 

 

El artículo 286 del Código Procedimiento Penal expresa que la Audiencia de Formulación 

de Imputación es el acto a través del cual la Fiscalía General de la Nación, comunica a una 

persona su calidad de imputado en Audiencia que se lleva a cabo ante el Juez de Control de 

Garantías; esta es audiencia pública de donde empieza la etapa de indagación después de 

conocerse la noticia criminal. Esta audiencia con la cual se concluye la etapa de indagación y 

comienza la investigación (Código de procedimiento penal, 2004, art.286). 

 

De igual manera, el artículo 288 del mismo Código, señala que el Fiscal en la audiencia 

debe expresar oralmente la individualización del imputado, incluyendo su nombre, los datos que 

sirvan para identificarlo y el domicilio en donde se le vaya a notificar; la palabra oralmente, 

deviene inconstitucional debido a que aparece estipulada en la Ley 906 de 2004, inciso uno, es 

contraria a la Constitución porque vulnera Derechos y Garantías Fundamentales Individuales del 

Imputado, tales como Derecho a la Intimidad, al Buen Nombre y a la Presunción de Inocencia 

(Código de procedimiento penal, 2004, art.286). Derecho a la Intimidad y al Buen Nombre 

contempladas en el artículo 15 de la Constitución Política, y el Derecho a la Presunción de 

Inocencia en su artículo 29 de la Constitución Nacional y Principio Rector y Garantía Procesal 

del Código de Procedimiento Penal con rango Constitucional. El Derecho a la Intimidad. 

Considerado como aquel Derecho personalísimo perteneciente a las personas para su protección 

a la vida privada y familiar, como protección a la intervención del Estado y los particulares, este 
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Derecho a la Intimidad es el Derecho concebido en la Constitución de 1886 y adoptada por la 

Constitución de 1991, por la magnitud de proteger y salvaguardar la legitimidad de este Derecho. 

 

Es importante destacar que las personas que están en audiencia pública no conozcan esos 

datos sensibles que son protegidos por la Ley Estatutaria 1581 de 2012, que tiene un principio 

fundante que es el de finalidad, es decir, “obliga que las actividades de recolección de Datos 

Personales obedezcan a una finalidad legitima de acuerdo con la Constitución y la Ley”. En el 

Derecho Penal la responsabilidad Penal es individual, que según el artículo 128 del Código de 

Procedimiento Penal, la fiscalía tiene la obligación de individualizar para evitar errores 

judiciales, sin embargo, el problema es cómo se expresa esa finalidad que es oralmente, divulgar 

estos datos personales que solo deben ser conocidos por las partes del proceso, porque se debe 

tener en cuenta el derecho a la Intimidad del imputado, ya que esta persona o este Imputado solo 

se encuentra en la primera etapa de indagación (en la que solo se ha adelantado por denuncia, 

querella, aprehensión en flagrancia, o se ha adelantado una investigación de oficio por parte de la 

Fiscalía).  

 

Según Nieva (2016), con la Presunción de Inocencia se debe luchar con el prejuicio social 

de la culpabilidad, que se define como tener a una persona que es señalada de ser sospechosa 

dentro de un proceso penal, como culpable desde el principio, pues a los seres humanos les 

resulta más fácil creer en las cosas negativas que se pregonan de las personas y tenerlas como 

culpables cuando son simplemente sospechosas y los jueces no son la excepción, razón por la 

que se torna aún más importante la aplicación del principio de la presunción de inocencia.  
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La violación al Derecho a la intimidad y al buen nombre, radica en que la imputación, si 

bien, es una diligencia pública y la sociedad tiene el derecho de conocer las circunstancias de 

tiempo, modo y lugar en que un hecho aconteció, igualmente de quien se infiere razonablemente, 

la autoría o participación, en ese hecho, no puede ser expuesto al reproche social y moral, en 

cuanto la inferencia razonable o de autoría se fundamenta en unos hechos indicadores que 

inciden en la percepción de culpabilidad del imputado.  

 

La separación del juez de control de garantías y el juez de conocimiento, se hace 

precisamente para evitar la contaminación al juez de conocimiento que puede llevar a un 

prejuzgamiento inconsciente sobre la resulta del proceso penal y si esta separación entre el juez 

de control de garantías y el juez de conocimiento tiene por objeto mantener la imparcialidad del 

juzgador, tanto es así, que está es una causal de impedimento de rango constitucional.  

 

Al expresar los Datos Personales en audiencia pública, en el que el fiscal los expresa 

oralmente, esta expresión se fundamenta en que esa inferencia razonable de autoría o 

participación de una persona determinada y particular incide en un juicio de valor que hace la 

sociedad, puesto que no tiene la capacidad jurídica de asimilar la diferencia entre inferencia 

razonable de autoría y responsabilidad penal del imputado., el hecho de que su nombre y demás 

datos de identificación e individualización, se hagan públicos en la audiencia correspondientes, 

conlleva a lo acorde a lo anteriormente expuesto, la violación del Buen Nombre y la Intimidad, 

de quien ante la justicia de manera definitiva no ha sido declarado responsable penalmente, 

mientras que al hacer publica en la audiencia de imputación la individualización e identificación 

del imputado, la sociedad, ante esa inferencia razonable de autoría, puede, eventualmente, 
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concluir que hay una responsabilidad penal definitiva; esa vulneración al Buen Nombre en la 

práctica, no se resarce, con una hipotética sentencia absolutoria o cualquier forma de terminación 

del proceso que implica la responsabilidad penal del procesado.  
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Capítulo 3. Línea Jurisprudencial de Dato Personal 

 

El Habeas Data es del derecho que tiene toda persona de rectificar, actualizar y consultar 

cualquier información sobre él en los bancos de datos o entidades crediticias, financieras y de 

comercio; dado que dichas entidades deben ser protectoras y transparentes con la información y 

así mismo evitar equivocaciones o posibles fallos cuya vulneración afecte el derecho a los 

ciudadanos a la intimidad y a la información. 

 

El Habeas Data nace con la Ley Estatutaria 172 del año 1993, cuyo objetivo era la 

regulación de la divulgación de la información, “Por lo cual se dictan algunas disposiciones 

sobre el ejercicio de la actividad de recolección, manejo, conservación y divulgación de 

información comercial” (Remolina, 1994).  Y así desde el año 1993 hasta el presente se viene 

forjando una amplia regulación sobre la protección de esté derecho que va en constante 

evolución; la segunda ordenanza que surgió fue la Ley 1266 del año 2008 “Por la cual se dictan 

las disposiciones generales del hábeas data y se regula el manejo de la información contenida en 

bases de datos personales, en especial la financiera, crediticia, comercial, de servicios y la 

proveniente de terceros países y se dictan otras disposiciones.”, esta Ley de una manera sencilla 

y practica establece unos paramentos y pasos a seguir para que él usuario, titular o causahabiente 

pueda acceder  la información (ley 1266, 2008). Y la tercera Ley es la 1581 de 2012 “Por la cual 

se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales”, en esta Ley se 

evidencia la necesidad que tenía el Estado de expedir una ley que no solo enmarcara el Habeas 

como Derecho crediticio, financiero y comercial sino a demás darle una definición y una 

extensión a lo que significa un dato personal en la vida cotidiana (Ley 1581, 2012). 
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 El Habeas Data se enmarca en un estado social de Derecho en constante evolución por 

tanto, era necesario también enmarcar diversas áreas de la cotidianidad en donde los Datos 

Personales se ven inmersos; un ejemplo sencillo es cuando en un almacén de calzado deciden 

hacer un concurso, cuyo requisito es participar en una urna e incluir Datos tales como, el 

nombre, cedula de ciudadanía, teléfono y dirección. Datos personales que son de la intimidad del 

titular, pero que han sido revelados a otras personas y cuyos datos presuntamente serían 

utilizados para fines no lícitos, ejemplos tan sencillos y leídos tan absurdos pero que, en un 

estado social de Derecho, garante de Derechos fundamentales deben ser tenidos en cuenta para 

su regulación y protección.  

 

Esta regulación demuestra la gran necesidad que existe en el territorio colombiano de dar 

prioridad a lo que es un Dato Personal, que es accesorio del Derecho a la Intimidad y al Acceso a 

la información Pública; y así mismo es importante tener en cuenta la opinión de los jueces con lo 

que respecta a Dato personal porque este juega un papel muy importante en la audiencia de 

Formulación de imputación.  En virtud de lo anterior, se presentará a continuación una Línea 

Jurisprudencial que evidencie la trayectoria de la Corte Constitucional referente al tema de Dato 

Personal. 

 

Teniendo en cuenta que el Derecho al Habeas Data es un Derecho Fundamental, de 

especial protección, el problema Jurídico que se planteara es: ¿Es el Derecho al Habeas Data un 

Derecho absoluto? 
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Por tal razón, la forma en que se estudiará la Línea Jurisprudencial es como metodología 

para comprender y anotar las decisiones del juez y la postura de la Corte Constitucional respecto 

al Problema Jurídico que se plantea, si es afirmativo o negativo, y de esta manera se creará una 

línea que dé respuesta al problema jurídico propuesto. La sentencia estudiada tendrá principio en 

la sentencia T- 414 del año 1992 que es el punto de partida de el Habeas Data y finaliza con la 

sentencia T- 039 de 2019, siendo esta la sentencia arquimédica, que es la sentencia más cercana 

al objeto de investigación; es importante aclarar que las sentencias tienen varios objetos de 

estudios, sin embargo se hará énfasis en uno de ellos,  el Habeas Data o Dato Personal, por lo 

que aunque en la sentencia estén inmersos más derechos no se harán relevancia a ellos a menos 

que se amerite. 

 

Este ejercicio recordará resolver el Problema jurídico de manera afirmativa o negativa. ¿Es 

el Derecho de Habeas Data un Derecho absoluto? 

 

Figura 4.  Sentencia Arquimedica. Elaboración propia. 
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Figura 4. Continuación  
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Sentencia T-039 de 2019 

 

Sentencia del primero de febrero del presente año, siendo el magistrado ponente, el doctor 

Carlos Bernal Pulido; en esta sentencia de tutela se analizó entre muchas otras cosas la 

protección de los Datos Personales de un menor cuyo Derecho han sido  presuntamente 

vulnerados por el Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación (ICFES), el 

Ministerio de Educación Nacional (MEN), La Secretaría Municipal de Montería y el colegio en 

el que estudia el menor MW;  cuyo análisis es el estudiar si estas entidades vulneraron el 

Derecho del menor al Habeas Data, debido a que en el proceso de inscripción de las pruebas 

Saber 11 le fueron registradas dos condiciones de discapacidad; dado que el menor padece de 

una enfermedad que le imposibilitaba el hacer ciertas actividades psicomotrices y debido a ello le 

era difícil la socialización (Corte constitucional, Sala Primera de Revisión, T-414, 1992).  

 

La decisión de la Corte se basó en que si bien es cierto el colegio estaba en su facultad de 

dar a conocer la condición del menor al ICFES, el cual lo hizo mediante el  proceso de 

inscripción, pero lo que omitió la institución fue que se estaba exponiendo Datos Personales del 

menor que debían ser autorizados por sus Padres, y esta situación crea una cadena de vulneración 

por parte de entidades que omitieron el Derecho Fundamental del menor, aun cuando sus 

actuaciones eran regidas y enmarcadas por la Ley. Por esta razón la sentencia T-039 de 2019 es 

la guía para estudiar los Dato Personales en el País y como esté derecho ha pasado por una 

constante evolución (Corte constitucional, Sala primera de revisión, T-039, 2019). 
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Sentencia T-414 de 1992 

 

  Sentencia proferida el 16 de junio de 1992 por el Magistrado Ciro Angarita Barón; el 

análisis que se hace en la presente sentencia se desliga principalmente como el Derecho a la 

libertad informática. El presente asunto se trata de un ciudadano que tenía una deuda con el 

Banco De Bogotá, de tal manera que el Banco hizo público en su gaceta oficial el asunto 

exponiéndolo en la lista de Deudores morosos y además en las centrales de riesgo, de la misma 

manera por medio de autoridad judicial se declaró prescrita la obligación, y así mismo aún 

prescrita la obligación el Banco de Bogotá lo continúa exponiendo en la lista de deudores 

morosos (Corte constitucional, Sala Primera de Revisión, T-414, 1992). 

 

La Corte se ha pronunciado y ha explicado que el buscar o escudriñar un Dato Personal no 

es sinónimos de vulneración al Derecho a la intimidad, debido a que este derecho también debe 

interpretarse desde el Derecho a la Intimidad, pero que esté no debe ser comparado con demás 

Derechos pues su núcleo esencial debe ser protegido (Sala Primera de Revisión, T-414, 1992). 

 

 En este punto es significativo señalar que el Derecho al Habeas Data inicialmente nace por 

el boom de las nuevas tecnologías y la necesidad de su regulación es eminente, la primera 

sentencia que precisa este Derecho es la mencionada y aun siendo la primera, la vulneración del 

Derecho no lo menciona tácitamente como La vulneración del Habeas Data, sino que es 

mencionada como Libertad Informática. (Corte constitucional, Sala Primera de Revisión, T-414, 

1992).  
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Sentencia T-022 de 1993 

 

No tiene fecha precisa de expedición, siendo su magistrado ponente el doctor Ciro 

Angarita Barón; el análisis de la presente sentencia se basa en la presunta vulneración por parte 

de la Asociación Bancaria al dar a conocer la situación en la que se encuentra el peticionario y al 

cohibirlo de tener una vida financiera y comercial, exponiendo sus Datos Personales dado que el 

peticionario  accedió a un préstamo y al incumplir con la obligación se encuentra el dicho deudor 

en la central de riesgos, debido a ello ha solicitado ser asociado de otros Bancos y dicha solicitud 

ha sido rechazado por la deuda que acarrea, por lo que el peticionario ordena a la Asociación 

Bancaria suspender el registro de la sanción impuesta; la Corte se ha pronunciado al respecto y 

ha mencionado un principio importante a tener en cuenta y es el principio de reserva, pues 

cuando se habla de Dato Personal es necesario tener en cuenta que el sujeto titular es el único 

que puede dar la autorización de disponer de sus Datos Personales, de lo contrario será una 

vulneración a estos Derechos (Corte constitucional, Sala primera de revisión, T-022, 1993). 

 

Finalmente es importante mencionar que en la sentencia arquimédica ocurre un asunto 

similar e incluso se invocan los mismos derechos, el Derecho a la Intimidad, el Derecho a la 

Información y el Derecho al Habeas Data, pero es sorprendente como en la Sentencia T-022 de 

1993 el Juez considera que el Habeas Data es un Derecho que debe ser estudiado con un 

conglomerado de Derechos, siempre guardando el núcleo esencial del Derecho, y en la sentencia 

T -039 de 2019 el Juez considera que el Habeas Data es un Derecho que va en constante 

evolución por tanto debe guardar el núcleo esencial de los que es la protección de este derecho, 
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por lo que es estudiado y analizado pero desde un Derecho absoluto. (Corte constitucional, Sala 

primera de revisión, T-022, 1993) 

 

Sentencia T-303 de 1993 

 

Promulgado el 3 de agosto de 1993 por el honorable magistrado Hernando Herrera 

Vergara; la presente sentencia data la presunta vulneración por la Caja Social de Ahorros, 

Sucursal Avenida Oriental de Maracaibo, Ubicada en Medellín, al reportar a Data Crédito a un 

beneficiario que hacía uso de sus préstamos, sin embargo, este cliente presuntamente ya había 

cancelado la totalidad de su deuda; es un Derecho de toda entidad, así como de sus usuarios, el 

de actualizar los Datos Personales, habiendo un conflicto de Derechos; por lo que la Corte se ha 

pronunciado referente al presente asunto mencionando que el Derecho del Habeas Data debe 

estudiarse en un conglomerado de Derechos, por ello frente a la existencia de vulneración de 

Datos Personales es necesario hacerlo junto a otros Derechos vulnerados, llevando a cabo una 

ponderación de Derechos (Corte constitucional, Sala Sexta de Revisión, T-303, 1993).  

 

Es primordial mencionar que hasta el momento la Corte se ha Pronunciado sobre asuntos 

que componen lo concerniente al Habeas Data Comercial, Financiero y Crediticio. 

 

Sentencia T- 443 de 1994 

 

Proferida el 12 de octubre de 1994 por el Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz; en esta 

sentencia la Corte Constitucional adiciona al Concepto de Habeas Data la necesidad de 
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contrarrestar los daños y peligros de la informática haciendo alusión de lo ilimitado que debe ser 

un Dato Personal. 

 

El objeto de la presente sentencia es estudiar sobre la presunta vulneración a una paciente 

en estado de gestación el cual ingresa a la Clínica de maternidad “Rafael Calvo Núñez”, le 

practican la cesárea y su hijo presuntamente fallece, sin embargo, el cuerpo del neonato no es 

presentado a la madre por lo que la madre exige a la clínica “Rafael Calvo” el descubrimiento de 

los Datos Personales de todos los recién nacidos que nacen el mismo día de su hija; de esta 

manera la Corte se ha pronunciado de la siguiente manera: No es deber Constitucional 

suministrar información personal sin ser autorizado por el titular, pues este derecho no se debe 

concebir como un Derecho genérico (Corte constitucional, Sala Tercera de Revisión, T- 443,  

1994). 

 

Sentencia T -176 de 1995 

 

Sentencia proferida el 24 de abril de 1995, siendo el magistrado ponente el doctor Eduardo 

Cifuentes Muñoz; el análisis de la presente sentencia es sobre la presunta vulneración de la firma 

Data crédito a un beneficiario de la entidad crediticia Invercrédito, debido a que pese la 

cancelación de la deuda a la entidad, la firma Data crédito se ha negado eliminar su nombre del 

registro de los deudores morosos; la Corte Constitucional se ha pronunciado al respecto y 

considera que: la ilegalidad, la falta de consentimiento y el no concebir los riesgos en lo que 

respecta a Datos Personales, son las más claras vulneraciones de Dato Personal, de esta manera 

las entidades bancarias, financieras y crediticias que hayan cometido ese tipo de vulneraciones 
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con usuarios, se debe considerar una grave vulneración a Dato Personal (Corte constitucional, T -

176, 1995). 

 

Sentencia T- 086 de 1996 

 

Sentencia proferida el 10 de marzo de 1996, siendo el magistrado ponente Vladimiro 

Sánchez Franco; hasta las presentes sentencias se han presentado lo relacionado a vulneraciones 

crediticias y esto se debe a que inicialmente el Derecho al Habeas Data nace con ese fin, todo lo 

concerniente a el uso de las tecnologías y el manejo de ellas, por ello no es asombroso que aún 

en el año 1996 la Corte continúe pronunciándose sobre esa clase de asuntos; el análisis de la 

presente sentencia se deriva del incumplimiento de una deuda con una entidad crediticia el cual 

quedaba garantizada con un pagaré, la entidad Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero 

sucursal de Aguachica Cesar quien es la acreedora de la obligación utilizo la información que 

derivara del manejo que él hiciera del mencionado crédito, incluyendo al deudor en el listado de 

deudores morosos de la Asociación Bancaría. Además del Derecho al Habeas Data que es el 

objeto de esta línea jurisprudencial se mencionara otro Derecho relacionado y es el Derecho a la 

Intimidad, recordando que es a partir del Derecho a la Intimidad junto al Derecho a la 

Información que se crea el Habeas Data; la Corte considera lo siguiente: El Derecho a la 

información no es un Derecho absoluto, esté no debe ser considerado como intocable, pues a su 

alrededor existen más derechos, que deben ser estudiados junto a ellos.  

 

 Y además de ello lo concerniente al Habeas Data y considero que esté es un Derecho que 

está estrechamente relacionado con el Derecho a la Información y de esta manera no se puede 
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desconocer también el Derecho que tienen las entidades Bancarias el de rectificar, conocer y 

actualizar información, por lo que el derecho presuntamente vulnerado al actor no es posible 

dado que como se explicó anteriormente la entidad crediticia se encontraba en la facultad de 

hacerlo (Corte constitucional, Sala Novena de Revisión, T-086, 1996). 

 

Sentencia C- 567 de 1997 

 

Aprobada el 06 de noviembre de 1997, quien la precede es el magistrado ponente el doctor, 

Eduardo Cifuentes Muñoz; ahora se conocerá la primera demanda de inconstitucionalidad que la 

Corte recibió referente al Habeas Data, y este proceso de constitucionalidad se dio contra el 

artículo 1° de manera parcial de la Ley 190 de 1995, Ley expedida por el Congreso de la 

Republica, el cual expresa: las personas que solicitan un empleo público deberán diligenciar 

formatos en donde se requiere información completa y detallada de sus Datos Personales. 

 

Los demandantes consideran que este artículo en su numeral 5 es violatorio al artículo 15 

de la constitución nacional dado que autoriza a la autoridad administrativa a requerir más 

información de la que se encuentra ya consignado en el formato único de la hoja de vida, y de 

esta manera la Corte expresa lo siguiente: Al vulnerar la libertad cuando este estrechamente 

relacionada con los Datos Personales, se entenderá que esté también es vulnerado (Corte 

constitucional, Sala Plena de la Corte, C- 567, 1997). 

 

Sentencia T- 462 de 1997 
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Con fecha del 24 de septiembre de 1997, siendo el magistrado ponente el doctor Vladimiro 

Naranjo Mesa, el análisis de la sentencia se basa en la protección del Habeas Data de una 

persona Jurídica a quien además de utilizar Datos de la entidad ha perjudicado su “GOODWILL” 

ocasionándole una caída a la empresa en el sector financiero, la Corte ha expresado lo siguiente, 

referente a la decisión: Cuando el Derecho al Buen Nombre ha sido vulnerado, siendo un 

Derecho fundamental, lo son también el Derecho al Habeas Dara, debido que ambos son 

dependientes y el primero d origen al segundo (Corte constitucional, Sala Novena de Revisión, 

T- 462, 1997). 

 

Sentencia T- 303 de 1998 

 

Sentencia proferida el 18 de junio de 1998, por el magistrado ponente José Gregorio 

Hernández Galindo; nuevamente en la presente sentencia se estudia un asunto de índole 

crediticia y financiero cuya inclusión errónea en un sistema informática vulnera el Derecho al 

Habeas Data, y es en esta sentencia donde la Corte reitera y rectifica las pautas jurisprudenciales 

en lo que concierne al Habeas Data, no solo por la necesidad sino además por la autoridad 

judicial al establecer una directriz cuando se refiere al Habeas Data, que a este tiempo es de 

temas crediticias, financieros y más adelantes e estudiaran los comerciales. La Corte nuevamente 

hace referencia al concepto de Dato Personal, está ve ampliando su concepción y ratificando el 

Derecho al Habeas Data como el Derecho que goza de igual protección que los demás derechos 

que guardan igual concordancia, por ello la Corte ha manifestado, que esté Derecho siendo 

fundamental es claro que goza de todos las garantías constitucionales siendo una de ellas la 

acción de Tutela, lo cual infiere que al estudiar su vulneración será tenido en cuenta como 
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cualquier Derecho constitucional, siendo el Derecho de información no absoluto (Corte 

constitucional, T- 303, 1998). 

 

Sentencia T-307 de 1999 

 

Sentencia del 05 de mayo de 1997, con el Magistrado ponente, el doctor Eduardo Cifuentes 

Muñoz; el análisis de la sentencia es el estudiar si el SISBEN, además de los derechos 

mencionados ha vulnerado el Derecho al Habeas Data, al no tener en cuenta las peticiones por la 

actora. La Corte Constitucional considera que hay que tener claridad en lo que respecta a los 

Derechos fundamentales, si se tiene en cuenta y se interpreta el Derecho al Habeas Data como 

tal, va existir menos vulneraciones por parte de las entidades crediticias y así mismo los 

pronunciamientos de las Cortes va seguir una línea jurisprudencial (Corte constitucional, Sala 

Tercera de Revisión, T-307, 1999). 

 

Sentencia AC- 2480 de 2001 

 

Sentencia proferida por el magistrado German Rodríguez Villamizar, la presente audiencia 

comprende lo estudiado en las anteriores sentencias, el actor solicita un préstamo en la Caja de 

Subsidio Familiar “Colsubsidio” quienes se los niegan debido a que se encuentra reportado en 

Data crédito por mora en anteriores créditos, sin embargo, el actor por medio de Derecho de 

Petición aclara que la obligación ha sido saldada. Y la Corte estudia el siguiente asunto y cita lo 

expuesto en la Sentencia T- 176 de 1995 el cual ratifica que el Derecho al Habeas Data es un 
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Derecho fundamental que ante su vulneración debe ser estudiado con los demás Derechos 

tutelados (Consejo de Estado, Contencioso Administrativo, AC- 2480, 2001). 

  

Sentencia T- 729 de 2002 

 

En la presente sentencia es importante mencionar, que la Corte incluye en su concepción 

de Habeas Data, la palabra Dato Personal, no solo como contenido de su definición, sino además 

como sinónimo del Derecho de Habeas Data, y es que este Derecho se creó en la constitución de 

1991 para la protección de Dato Personal, pero que fue tomando forma sin necesidad de 

mencionar la frase “Dato Personal” y además se comienza a dimensionar la necesidad de una 

Ley estatuaria que regule más aspectos del Habeas Data, se va evidenciando la necesidad de una 

Ley más completa. 

 

Esta Sentencia sin duda alguna es una de las más importante en lo que concierne al Habeas 

Data, porque se expresan pautas importantes del Derecho y se comienza a prever situaciones de 

la vida cotidiana en la que el ciudadano se ve inmerso, se estudia el Derecho al Habeas Data con 

un Derecho que es la Intimidad, vuelve a surgir el Derecho a la intimidad como ese Derecho 

originario del Habeas Data; el objeto especifico de la presente sentencia es  presunta vulneración 

sobre la publicación en página virtual de base de datos sobre los Datos Personales, tales como 

identificación, nombre y dirección de las personas que tienen bienes y que se encuentran 

registrado en el Departamento Administrativo de Catastro del Distrito Capital de Bogotá, de tal 

manera que esta situación lleva a la Corte Constitucional a emitir concepto referente al presente 

conflicto:  para la Corte el Habeas Data debe ser entendido desde los principios de necesidad y 
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veracidad, por ende cuando se halla inmerso en una vulneración es de vital importancia entender 

que cada Derecho constitucional tiene un núcleo esencial, el cual hay que salvaguardar y 

proteger, de tal manera que cuando se interpreta el reconocimiento del Derecho esté debe 

estudiarse de una manera interpretativa junto a otros Derechos (Corte Constitucional, Sala 

Séptima de Revisión, T- 729, 2002). 

 

Sentencia C-687 de 2002 

 

Sentencia proferida el 27 de agosto de 2002, siendo el magistrado ponente el doctor, 

Eduardo Montealegre Lynett; lo que se analiza en la presente sentencia que es la segunda 

demanda de inconstitucionalidad que se presenta referente al Derecho al Habeas Data es en 

contra del artículo 19° de la Ley 716 de 2001 por desconocer el artículo 15 de la Constitución 

nacional. La Corte Constitucional ha mencionado que al estudiar lo que es el Habeas Data, esté 

no solo debe conocerse como la oportunidad del titular de conocer, rectificar y actualizar su 

información sino además que esta también es un Derecho constitucional inmersa en un estado 

democrático, por ende, su comprensión de libertad de circulación y su Derecho a la Intimidad 

debe ser estudiada de manera individual, siendo objeto de un caso concreto (Corte 

Constitucional, Sala plena, C-687, 2002). 

 

Sentencia C-993 de 2004 

 

Sentencia del 12 de octubre del año 2004, quien la preside es el magistrado ponente, doctor 

Jaime Araújo Rentería; se analiza una demanda de inconstitucionalidad en contra del artículo 31 
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de la Ley 863 de 2003, en esta Ley se establecen normas tributarias, aduanera, fiscales y de 

control para estimular el crecimiento económico y el saneamiento de las finanzas públicas, cuya 

norma demandada vulnera el artículo 15 de la Constitución Nacional, y de esta manera la Corte 

se pronuncia no solo sobre la necesidad de una ley Estatutaria que regulara de manera más 

amplia el Derecho de Dato Personal, sino que además hizo mencionan sobre el estudio  e 

interpretación de Derechos constitucionales, debido a que estos deben ser estudiados desde una 

forma interpretativa, sin desconocer el origen de su articulado (Corte Constitucional, Sala plena 

C-993, 2004).  

 

Sentencia T- 657 de 2005 

 

Sentencia de tutela el 23 de junio de 2005, con la magistrada ponente, la doctora Clara Inés 

Vargas Hernández; la presente sentencia analiza el asunto referente al actor que tutela a la 

Compañía de Informaciones e Investigaciones S.A. por vulnerar el Derecho al habeas Data, al 

hacer anotaciones negativas en las centrales de riesgos. De la misma manera, la Corte se 

manifestó referente a si la Compañía ha desconocido el derecho fundamental al Habeas Data; y 

la Corte ha mencionado que el desconocimiento de la Ley no es excusa para el cumplimiento de 

ella, sin embargo, a juicio de la Corte este es un Derecho que debe ser salvaguardado y que no 

debe existir una ponderación en la que se escoja el Derecho más vulnerado, este ejercicio daría a 

la vulneración de demás derechos y violaría demás derechos constitucionales (Corte 

Constitucional, Sala Novena de Revisión T- 657, 2005). 
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Sentencia T- 284 de 2008 

 

Sentencia de tutela del 27 de marzo del año 2008, siendo la magistrada ponente la doctora 

Clara Inés Vargas Hernández. El análisis de la presente sentencia se enmarca en la presunta 

vulneración del derecho de la actora al Habeas Data por la empresa COMCEL S.A., pues dicha 

empresa reporto a la central de riesgo Data crédito no existiendo alguna obligación pendiente. 

Por lo demás la Corte Constitucional se ha mencionado al respecto y cita la sentencia T – 176 de 

1995; la Corte Constitucional en varias ocasiones ha citado anteriores sentencias como 

referencia, pues en el presente estudio realizado se puede prever que se está vulnerando el 

Derecho al Habeas Data y generalmente el que presuntamente los vulnera son personas jurídicas, 

así mismo respecto al problema jurídico considera que en necesario e indispensable estudiar un 

Derecho junto a otros Derechos, debido a que cada Derecho tiene un núcleo esencial (Corte 

Constitucional, Sala Novena de Revisión, T- 284, 2008) . 

 

Sentencia C-1011 de 2008 

 

Con fecha de 16 de octubre de 2008, siendo el magistrado ponente el doctor Jaime 

Córdoba Triviño; la presente sentencia es importante porque es una demanda de 

inconstitucionalidad en la que se analiza la Ley Estatutaria 1266 de 2008, en la que la Corte 

ratifica los principios de necesidad, veracidad y oportunidad como necesarios para la 

recolección, actualización y rectificación de los Datos Personales, y así mismo abre una ventana 

para el estudio e interpretación de las presuntas vulneraciones al Habeas Dat (Corte 

Constitucional, Sala plena C-1011, 2008). 



46 

Sentencia T- 164 de 2010 

 

Sentencia de tutela del 08 de marzo de 2010, precediéndola el magistrado ponente, doctor 

Jorge Iván Palacio; la presente sentencia muestra un análisis en lo que se refiere al termino de 

caducidad del Habeas Data, pues la Corte considera que la obligación civil permanece activa por 

el plazo de 10 años, y de la misma manera ratifica el estudio de la Ley Estatutaria porque es está 

la que permite dar visibilidad no solo a los operadores bancarios sino también a los usuarios y 

titulares pues es esta una de las maneras en las que se puede evitar las vulneraciones de los 

Derechos a Datos Personales; la Corte se ha pronunciado y ha seguido la línea en la cual explica 

que el Derecho a la libertad de información, Habeas Data y el Derecho a la Intimidad, pueden 

concebirse como unánimes, por lo que se interpretan de la misma manera (Corte Constitucional, 

Sala Quinta de Revisión T- 164, 2010).  

 

Sentencia C-748 de 2011 

 

Sentencia con fecha del 6 de octubre de 2011, con él magistrado ponente Jorge Ignacio 

Pretelt Chaljub. En esta sentencia se menciona una frase importante que viene siendo más 

adelante la concepción de Dato personal, y es la palabra “Dato Sensible” esto comienza a 

proteger de alguna manera lo que es el Dato Personal, y de la misma manera establece una 

regulación que enmarca el Derecho del Habeas Data o Dato Personal de manera completa (Corte 

Constitucional, Sala Novena de Revisión, C-748, 2011).  
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Sentencia T- 883 de 2013 

 

Sentencia del 3 de diciembre del año 2013, siendo el magistrado ponente, el doctor Luis 

Guillermo Guerrero Pérez. En la presente sentencia se evidencia una presunta vulneración por las 

centrales de riesgo, consideraciones de la Corte que ya han sido pronunciados referente al 

presente asunto y considera que todo Dato Personal por su complejidad no solo debe estudiarse 

en relación con los demás derechos sino que es una obligación de los doctrinantes e intérpretes 

de las leyes, porque ningún derecho es concebible de una manera absoluta, esto abriría una 

brecha en la que cambiaría toralmente la regulación (Corte Constitucional, Sala Tercera de 

Revisión T- 883, 2013). 

 

Sentencia T-036 de 2016 

 

Sentencia de tutela del 8 de febrero del año 2016, siendo el magistrado ponente, la doctora 

Gloria Stella Ortiz Delgado; el análisis de la presente audiencia estudia la presunta vulneración 

de la Procuraduría al omitir el Derecho al Habeas Data del actor; por esta razón la Corte se 

pronunció al respecto, y es importante anotar que es la primera sentencia donde la Corte se 

pronuncia cuando de por medio esta la Procuraduría; La Corte menciona lo siguiente: el Derecho 

al Habeas Data o derecho de protección de los Datos Personales debe ser de especial protección 

y salvaguardado de manera especial ya que esté derecho es subsidiario del Derecho a la 

Intimidad y al Buen Nombre, por lo que si a un ciudadano se le vulnera un Derecho a juicio de la 

Corte debe ser interpretado y estudiado desde un conjunto de Derechos, porque un Derecho no se 

puede estudiar con singularidad (Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión, T-036, 2016). 
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Sentencia T-139 de 2017 

 

Sentencia del 7 de marzo de 2017, con la magistrada ponente, la doctora Gloria Stella Ortiz 

Delgado; la presente sentencia se anotará lo que considera la Corte respecto al habeas Data, 

siguiendo el problema jurídico de la línea jurisprudencial, lo que expresa así: El Derecho al 

Habeas Data debe ser estudiado desde los Derechos más cercanos a estos, de esta manera se 

garantizarían los principio del Habeas Data de oportunidad, necesidad e inmediación (Corte 

Constitucional, Sala Quinta de Revisión, T-139, 2017).  

 

De otro lado la existencia de una Ley Estatuaria que regula lo concerniente a Dato 

Personal, abre paso interpretar y estudiar la Ley con todos los Derechos que esté consagra.  

 

Sentencia T-114 de 2018 

 

Sentencia del 3 de abril de 2018, siendo el magistrado ponente, el doctor Carlos Bernal 

Pulido. Siguiendo con el problema jurídico de la línea jurisprudencial la Corte Constitucional 

considera que lo que concierne al Derecho al Habeas Data se debe tener en cuenta el Derecho a 

la Información, el cual hace una clasificación, que son, publica, privada, semiprivada y 

reservada, el cual se encuentra explicada en el capítulo dos del respectivo documento (Corte 

Constitucional, Sala Primera de Revisión T-114, 2018). 

 

En lo ateniente al núcleo esencial que componen todos los Derechos, la Corte considera 

que es necesario para el estudio del Derecho constitucional del Habeas Data, el interpretarlo en 
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conjunto con los demás derechos constitucionales, en este caso, el Derecho a la Intimidad, el 

Buen Nombre y el Acceso a la Información Pública (Corte Constitucional, Sala Primera de 

Revisión T-114, 2018).  
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 Capítulo 4. Aporte Jurídico “Acción de Inconstitucionalidad” 

 

4.1 Acción de Inconstitucionalidad del artículo 288 expresión (oralmente) y el numeral 1 de 

la ley 906 de 2004-código de procedimiento penal 

 

Se radicó una Demanda de Inconstitucionalidad ante la Corte Constitucional, como órgano 

competente para la guarda de la integridad y la supremacía de la Constitución.  

 

Esta Demanda de Inconstitucionalidad consistía en que se declarará inexequible la 

expresión oralmente y el numeral 1 del artículo 288 del Código de Procedimiento Penal, por 

vulnerar algunos de los artículos de la Constitución Política, que se menciona a continuación:  

 

a. Artículo 1 de la Constitución Política de Colombia (la Dignidad Humana) 

b. Artículo 15 de la Constitución Política de Colombia (Derecho a la Intimidad y 

el buen nombre) 

c. Artículo 29 de la Constitución Política de Colombia (Debido Proceso). 

 

El día 17 de Junio de 2019, notificado mediante estado 099 del 19 de Junio de 2019, bajo 

radicado D-13272, se inadmitió la Demanda por parte del Magistrado Sustanciador Alberto 

Rojas Ríos, con los argumentos que según la sentencia T-1052 de 2001 las demandas de 

Inconstitucionalidad debe de cumplir con cinco elementos que deben ir inversas en el concepto 

de violación, como son: La claridad, la certeza, la especificidad, la pertinencia,  y la suficiencia.  
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De lo anterior, el Magistrado sustanciador indicó que a la demanda le hizo falta carga 

argumentativa que exige el requisito de suficiencia y ante esa situación inadmitió la demanda y 

subsanar la misma, dentro de los 3 días hábiles siguientes a la notificación de esta.  

 

El día 25 de Junio de 2019, se radicó ante la Secretaría General de la Corte Constitucional 

la subsanación de la demanda, con las instrucciones que le auto que inadmitió la demanda 

indicaba.  

 

El día 11 de Julio notificado mediante estado 114 del 15 de Julio de 2019, bajo radicado D-

13272, se rechazó la Demanda de Inconstitucionalidad por parte del Magistrado Sustanciador 

Alberto Rojas Ríos, con los argumentos que no se atacó las directrices impartida en el auto que 

inadmitió la Demanda. A consecuencia de este, se radicó ante la Secretaria General un Recurso 

de Súplica, ante la Sala Plena de la Corte Constitucional conforme con el artículo 6 del Decreto 

2067 de 1991.  

 

Mediante auto 437 de 2019, la Sala Plena de la Corte Constitucional confirmo la decisión 

del auto por el cual se rechazó la Demanda por el Magistrado Sustanciador Alberto Rojas Ríos. 

De lo anterior la decisión que tomó la Sala Plena de la Corte Constitucional no procede recurso 

alguno.  
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Conclusiones 

 

Los Datos Personales hacen parte de la vida cotidiana, en el diario vivir y en todas partes 

los datos personales se ven inmersos; por ello, en el año 2012 fue el comienzo de una regulación 

con una concepción amplia en la que enmarcara diversas áreas de la vida.  

 

Al estudiar la Formulación de imputación en su artículo 288 numeral primero del Código 

de Procedimiento Penal, en concordancia con la Concepción de Dato Personal de la ley 1581 de 

2012, se evidencia que existía una presunta vulneración a los Derechos Fundamentales a la 

Intimidad, Buen Nombre, Honra y Acceso a la Información Pública; debido a que en audiencia 

pública eran expuestos información del imputado sin existir aún inferencia razonable. 

  

Debido a lo anterior, el problema Jurídico planteado fue el siguiente: ¿Las formalidades de 

la audiencia de Formulación de Imputación previsto en el Código de Procedimiento Penal (Ley 

906 de 2004), al divulgar los datos personales violaría el Derecho a la intimidad, el buen nombre 

y el acceso a la información pública? 

 

Para la resolución del problema Jurídico se realizó una Acción de inconstitucionalidad, en 

el que por conceptos de la Corte Constitucionalidad se diera una respuesta arbitraria y se 

escudriñara el objeto de estudio a profundidad: La Corte considero que la Formulación de 

Imputación siendo un acto de mera comunicación, es deber del Fiscal expresar en Audiencia 

Pública los Datos Personales del indiciado, no solo porque de esta manera se le protege el 

Derecho de Defensa sino además que no se debe desconocer el Derecho de las demás personas al 
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Acceder a Audiencia Pública y así mismo, se debe dejar en escrito y en audio la 

individualización del imputado porque es solo y la única manera en que se puede diferenciar de 

las demás personas y así mismo la Corte expreso que la Formulación de Imputación hace parte 

de un sistema Oral y por esa razón no se puede desconocer. 

 

En el primer capítulo se hizo mención a los Derechos a la Intimidad, Buen Nombre y el 

Acceso a la Información Pública, en razón a su origen debido al entender el trasfondo de estos 

Derechos, servía de sustenta para entender la Formulación de Imputación y la Acción de 

Inconstitucionalidad. 

 

En su capítulo segundo se establecen Rutas de atención alusión a la Ley 1266 que protege 

a las personas de ser presuntamente vulnerados por entidades crediticias, financieras y de 

comercio, con el estudio de la presente Ley se logró escudriñar la Ley e interpretarla, exponiendo 

en mapas didácticos para su mayor comprensión lo más relevante de la Ley, en la que el 

ciudadano común le fuera de fácil entendimiento. 

 

En su tercer capítulo se interpretó la audiencia de Formulación de Imputación, debido a 

que esté es el énfasis de nuestro estudio, analizando esta audiencia se puede entender el 

procedimiento que se le realiza al imputado y es de estudio para la Acción de 

Inconstitucionalidad indispensable para la resolución del problema jurídico de la presente 

monografía. 
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Finalmente se realizó una línea jurisprudencial cuyo fin era el establecer si el Derecho del 

Habeas Data es o no un Derecho absoluto, y la respuesta de el acumulado de todas las sentencias 

es que esté no es un derecho absoluto debido a que todo Derecho constitucional tiene un núcleo 

esencial, al que hay que salvaguardar, porque también hay que estudiar demás derecho que 

vienen relacionados con el Derecho del Habeas Data o Dato Personal. 

 

De esta manera finaliza la presente monografía con la resolución del problema jurídico e 

investigativo. 
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